El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Magistrado: 

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, 

10 de diciembre de 2018

Expediente:  

66001-31-03-005-2014-00134-02  

Proceso: 

ACCIÓN POPULAR

Demandante:

Javier Elías Arias Idárraga

Demandado:

Banco Davivienda S.A.

Apoderado:

Luis francisco Peña Ramírez

TEMAS:
ACCIÓN POPULAR / PRESUPUESTOS / PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD / NO ES RESPONSABILIDAD EXCLUSIVA DEL ESTADO / INCUMBE TAMBIÉN A LOS PARTICULARES QUE PRESTAN SERVICIOS PÚBLICOS.
Son presupuestos de la –acción popular–: (i) Una acción u omisión de la parte demandada; (ii) La existencia de un daño contingente, peligro, amenaza, vulneración o agravio de derechos o intereses colectivos, peligro o amenaza que no es en modo alguno el que proviene de todo riesgo normal de la actividad humana; y, (iii) La relación de causalidad entre la acción u omisión y la vulneración de tales derechos e intereses, que deben ser acreditados, carga que incumbe al demandante, salvo que exista imposibilidad para ello (Artículo 30). (…)
… el Estado en cumplimiento de la obligación asumida en el artículo 90 de la "Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad", adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006, estableció como medida pertinente para asegurar el acceso a los servicios públicos de las personas con discapacidad a fin de que puedan vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, que:

... Corresponde a las entidades (...) privadas encargadas de la prestación de los servicios públicos (...) desarrollar sus funciones, competencias, objetos sociales, y en general todas las actividades, siguiendo los postulados del diseño universal, de manera que no se excluya o limite el acceso en condiciones de igualdad, en todo o en parte, a ninguna persona en razón de su discapacidad. Para ello, dichas entidades deberán diseñar, implementar y financiar todos los ajustes razonables que sean necesarios para cumplir con los fines del artículo 9° de la Ley 1346 de 2009”. Sublínea extratextual. Artículo 14-10 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. (…)
Claramente se trasladó a las entidades públicas y privadas, la obligación de garantizar el acceso de las personas en situación de discapacidad al servicio público que ofrezcan a la comunidad. Que sea el Estado garante de la prestación de ese servicio, en manera alguna le impone asumir todas las cargas inherentes a la adecuación de instalaciones y herramientas tecnológicas, y contratación de personal idóneo, pues es el oferente quien debe hacerlo, en este caso, la entidad accionada”

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

MAGISTRADO PONENTE: JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
CONSIDERACIONES PRELIMINARES PARA LA SUSTENTACIÓN DE LOS INTERVINIENTES. 

Siendo las, 8:30 de la mañana del día 11 de diciembre del año 2018, nos encontramos reunidos en la Sala de Audiencias de la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, a fin de llevar a cabo la audiencia señalada en auto de fecha 26 de noviembre del 2018, dentro de la acción popular con radicado 66001-31-03-005-2014-00134-02 promovida por Javier Elías contra Davivienda S.A.

La Sala de Decisión está integrada por los Magistrados Claudia María Arcila Ríos, Duberney Grisales Herrera (ausente con justificación), y Jaime Alberto Saraza Naranjo, quien la preside.

PRELIMINARES
De manera preliminar se resuelve la solicitud contenida en los memoriales visibles a folios 26 y 29 del cuaderno 5 de segunda instancia radicados por el accionante el pasado 28 de noviembre y 10 de diciembre; en ellos exige se acepte el desistimiento que presenta en esta acción popular y aplicar el artículo 121 del C.G.P.

Para el caso, baste decir que dichas peticiones fueron resueltas mediante auto del 26 de noviembre, como así es y los petitorios se revelan manifiestamente dilatorios e improcedentes, se rechaza de conformidad con lo reglado en numeral 2° del artículo 43 del Código General del Proceso.  

FALLO

HECHOS:
Expone el demandante que la sucursal del banco Davivienda S.A. ubicada en Calle 19 No. 6-16 del Centro Comercial Alcídes Árévalo, que es un inmueble abierto al público, carece de señales luminosas, sonoras, avisos visuales y de intérprete permanente para la atención de los ciudadanos, sordos, sordociegos e hipoacústicos; situación que contraría lo ordenado en la ley 982 de 2005. 

PRETENSIONES

1. Que se ordene a la demandada realizar todas las adecuaciones y remodelaciones necesarias y contratar de planta un intérprete o guía para que la población con discapacidad visual y auditiva se atendida tal como lo ordena el artículo 8° de la ley 982 de 2005.

2. Que se condene en costas. 

RESPUESTA DE LA DEMANDADA Y DEMÁS INTERVENCIONES 

1. La entidad encartada propuso las siguientes excepciones (i) Inexistencia de los supuestos sustanciales para la procedencia de la acción, (ii) Inexistencia actual de norma urbanística aplicable a una entidad de derecho privado, respecto de adecuación de sus oficinas conforme se plantea en la demanda, (iii) falta de legitimación en la causa por pasiva.

Se opuso a lo pretendido. 

SENTENCIA:
Desestimó las excepciones porque el hecho de que la entidad accionada sea de naturaleza privada, no la exonera de la obligación de cumplir con lo establecido en lo reglado en la ley 982 del 2005, específicamente lo reglado en su artículo 8°. 

APELACIÓN

Apelaron la demandada y el demandante

El demandante, en relación con la sentencia, exigió que el guía intérprete que se contrate debe probar su idoneidad ante el Ministerio de Educación Nacional. 

La demandada fundó su disenso en que en la sentencia:

(i) Se hizo una indebida valoración de las pruebas recaudadas en la inspección judicial, habida cuenta de que no se tuvo en cuenta que se estuviera capacitando en lengua de señas a funcionarios del banco.

(ii) Se omitió considerar que la demanda se interpuso en el año 2014 y que ahora, en el año 2018, existen avances tecnológicos y alternativas de atención frente a las personas limitadas en la oficina accionada.

(iii) No se hizo una clasificación de las personas limitadas visual y auditivamente para establecer si las alternativas de atención son o no suficientes.  

CONSIDERACIONES

1. Concurren los presupuestos procesales y no se advierte causal de nulidad que afecte lo actuado. 

2. 
Los intervinientes están legitimados, ya que la acción popular puede ejercerla cualquier persona natural o jurídica, por sí misma, o por otro que actúe a su nombre, como se establece en los artículos 12 y 13 de la Ley 472.
Y por pasiva igual, por cuanto la persona jurídica demandada a la que se le imputa la amenaza presta servicios financieros en sus sucursales, actividad clasificada como un servicio público, al decir de la Corte Constitucional, a propósito de lo cual se pueden consultar las sentencias C-122 y SU-159, ambas de 1999. 

3.
El problema jurídico consiste en definir si se confirma la sentencia de primer grado que accedió a las pretensiones, comoquiera que se halló acreditado que la entidad financiera demandada incumplía con las directrices establecidas por la ley 982 del 2005, en relación con la adecuación del inmueble, para la debida prestación de sus servicios a personas con discapacidad visual y auditiva, o si, por el contrario, como sugiere la recurrente con las medidas que se han tomado es inexistente la vulneración a los derechos colectivos que se le endilga.

4. 
Para dilucidarlo, acudirá esta Sala al precedente horizontal de la Corporación, adoptado en acciones de similar estirpe a las presentes, por los mismos hechos y objeto, concretamente en la providencia del 18 de mayo del presente año, con ponencia del Magistrado Duberney Grisales Herrera, ya acogido por la Sala en la providencia del 28 de mayo del corriente año, en las acciones populares 2016-00586-01 y las que le fueron acumuladas, que, además conserva la línea que sobre el particular se ha sostenido.
Empezó esa sentencia por recordar, como se hace también ahora, que la acción popular fue introducida a nuestra Constitución Política en el artículo 88 y posteriormente desarrollada por la Ley 472. Tal normativa prescribe que se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Además, se puede interponer contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares, que hayan violado o amenacen violar los derechos e intereses colectivos (Artículo 90 de la Ley) y su objeto es el amparo de los derechos colectivos, que se caracterizan, porque su titularidad la tiene la comunidad en general, son transindividuales e indivisibles. 
Son presupuestos de la misma: (i) Una acción u omisión de la parte demandada; (ii) La existencia de un daño contingente, peligro, amenaza, vulneración o agravio de derechos o intereses colectivos, peligro o amenaza que no es en modo alguno el que proviene de todo riesgo normal de la actividad humana; y, (iii) La relación de causalidad entre la acción u omisión y la vulneración de tales derechos e intereses, que deben ser acreditados, carga que incumbe al demandante, salvo que exista imposibilidad para ello (Artículo 30)

En sentencia C-215 de 1999, la Corte Constitucional dejó sentado que la acción popular reviste carácter público “(...) en cuanto "... se justifica que se dote a Los particulares de una acción pública que sirva de instrumento para poner en movimiento al Estado en su misión, bien de dirimir los conflictos que pudieren presentarse, bien de evitar Los perjuicios que el patrimonio común pueda sufrir” también restitutorio, puesto que propende por “(...) el restablecimiento del uso y goce de tales derechos e intereses colectivos” además de su naturaleza preventiva. “(...) que significa que no es ni puede ser requisito para su ejercicio, el que exista un daño o perjuicio de los derechos o intereses que se busca amparar, sino que basta que exista la amenaza o riesgo de que se produzca, en razón de los fines públicos que las inspiran”. Carácter preventivo que reiteró en la sentencia T-176 del 2016. 

5. 
Pues bien, la demanda inicial alude a la prestación de un servicio público carente de condiciones de accesibilidad para ciudadanos sordos, sordociegos e hipoacúsicos, derecho en el que se centró la decisión que, según se dijo, se toma como referente para la resolución de los presentes asuntos, por su similitud en torno al cuestionamiento que se hace en el libelo y las excepciones propuestas. Como ello es así, se recuerda lo dicho en esa oportunidad: 

“Explica la Corte Constitucional que el derecho al acceso a los servicios públicos impone la observancia de los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, además que es obligación del Estado regular, controlar y vigilar su prestación (artículo 365, CP), sin que ello signifique que solo deba hacerlo de manera directa, pues también se puede brindar por intermedio de comunidades organizadas o de particulares, también el Consejo de Estado en sentencia  del 17 de abril de 2007, Consejero Ponente Ariel Hernández  expediente 2003-00266-01, ha referido que el derecho de acceso a los servicios públicos comporta dos aspectos esenciales, el primero, referente a la capacidad que cualquier persona de la sociedad tiene de hacerse usuario o beneficiario; y, el segundo, la exigencia que recae sobre el prestador de que se haga con eficiencia y oportunidad. En efecto refirió:

...Por eficiencia, que como se anotó es un imperativo constitucional de los servicios públicos, debe entenderse la prestación de estos utilizando y disponiendo del mejor modo posible los instrumentos o recursos necesarios para cumplir los fines propuestos; por oportunidad, en cambio, se debe entender la respuesta dentro de un plazo razonable que debe tener un usuario cuando requiera estos servicios, así como la permanencia de la prestación de los mismos. La vulneración de este derecho colectivo entonces se manifiesta cuando se lesione el interés subjetivo de la comunidad a que le presten servicios públicos de manera eficiente y oportuna...

En ese orden de ideas el acceso al servicio público demanda la inexistencia de “barreras” que impidan acceder a los usuarios del sistema a los servicios ofrecidos, los cuales deben proveerse de manera eficiente y oportuna, así, en tratándose de personas en situación de discapacidad, que presentan dificultades de comunicación, deben emplearse los mecanismos creados por la ley para sortear aquel obstáculo, de tal suerte que puedan acceder al servicio directamente y por sus propios medios.

La Ley 361 de 1997 señala, los criterios básicos para facilitar la accesibilidad a cualquier espacio o ambiente interior o exterior, el fácil y seguro desplazamiento de las personas con movilidad reducida, y el uso en forma confiable y segura de los servicios instalados en cualquier ambiente; si bien regula el tema de la accesibilidad desde el punto físico, es pertinente traer a colación la referencia que hace en tomo a la obligación de los particulares que prestan servicios públicos, a saber “Artículo 46. La accesibilidad es un elemento esencial de los servicios públicos a cargo del Estado y por lo tanto deberá ser tenida en cuenta por los organismos públicos o privados en la ejecución de dichos servicios”

Ahora, el Estado en cumplimiento de la obligación asumida en el artículo 90 de la "Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad", adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006, estableció como medida pertinente para asegurar el acceso a los servicios públicos de las personas con discapacidad a fin de que puedan vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, que:

... Corresponde a las entidades (...) privadas encargadas de la prestación de los servicios públicos (...) desarrollar sus funciones, competencias, objetos sociales, y en general todas las actividades, siguiendo los postulados del diseño universal, de manera que no se excluya o limite el acceso en condiciones de igualdad, en todo o en parte, a ninguna persona en razón de su discapacidad. Para ello, dichas entidades deberán diseñar, implementar y financiar todos los ajustes razonables que sean necesarios para cumplir con los fines del artículo 9° de la Ley 1346 de 2009”. Sublínea extratextual. Artículo 14-10 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013.

Finalmente, el legislador mediante la Ley 982, por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas, estatuyó en su artículo 8° que:

... Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio.

De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y en general las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, fijando en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas... 

Claramente se trasladó a las entidades públicas y privadas, la obligación de garantizar el acceso de las personas en situación de discapacidad al servicio público que ofrezcan a la comunidad. Que sea el Estado garante de la prestación de ese servicio, en manera alguna le impone asumir todas las cargas inherentes a la adecuación de instalaciones y herramientas tecnológicas, y contratación de personal idóneo, pues es el oferente quien debe hacerlo, en este caso, la entidad accionada”
6.
Al descender al caso que no ocupa, en esta oportunidad, como ocurrió también en los eventos ya resueltos, según la providencia que sirve de apoyo, la conclusión es que debe confirmarse la sentencia apelada, primero porque, como viene de verse, no hay discución sobre la legitimación en la causa por pasiva que le asiste a la accionada como entidad que presta servicios públicos de carácter financiero y segundo porque son insuficientes los ajustes razonables que se aluden en el escrito de apelación para suplir la acción afirmativa dispuesta por el legistador en el artículo 8° de la ley 982 del 2005.

Para el efecto se recuerda que la impugnante alega que tendrían que considerarse suficientes (i) el convenio que el banco tiene con FENASCOL, producto del cual sus empleados se vienen capacitando en lenguaje de señas y (ii) los avances tecnológicos que en la actualidad se ofrecen en la oficina cuestionada, para cumplir con la prestación de los servicios en condiciones de igualdad para personas discapacitadas. 

Sin embargo, se insiste, esos ajustes razonables son insuficientes, por cuanto, retomando el fallo anunciado:

“…los ajustes razonables que el accionado implemente para garantizar el acceso al servicio público a una persona en situación de discapacidad, no pueden trastornar y, menos suplir la acción afirmativa que el legislador creó como medida general encaminada a favorecer al grupo población al que pertenece, para este caso, las personas que tengan alguna deficiencia auditiva y/o visual ya sea parcial o total.

El artículo 1° de la ley Ley 1618, es diáfano al plantear el objeto del ordenamiento.

“garantizar y asegurar el ejercicio efectivo de los derechos de las personas con discapacidad, mediante la adopción de medidas de inclusión, acción afirmativa y de ajustes razonables y eliminando toda forma de discriminación por razón de discapacidad, en concordancia con la Ley 1346 de 2009”

La acción afirmativa referida en la norma, está definida en el numeral 30 del artículo 20, ibídem, como: “f...) Políticas, medidas o acciones dirigidas a favorecer apersonas o grupos con algún tipo de discapacidad, con el fin de eliminar o reducir las desigualdades y barreras de tipo actitudinal, social, cultural o económico que los afectan”

De su tenor literal se extracta que se concibe como la medida primigenia, general, definida por el estado para garantizar la realización del derecho a la igualdad material de las “personas o grupos con algún tipo de discapacidad”; es ese mecanismo que se emplea para la realización del derecho a la igualdad material de la mayoría del grupo discriminado, por no decir, de todo el grupo.

De otro lado, respecto de los ajustes razonables, es el artículo 20, Ley 1346, el que los concreta como: “las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales”.
Así, se tiene que, pese a la existencia de una acción afirmativa, es probable que sea necesario emplear algún ajuste razonable, subsidiario de aquella, para asegurar la accesibilidad de personas con discapacidad en casos específicos. 

Al respecto válido traer a colación criterio añejo de la Corte Constitucional en sentencia T-933 de 2013 “(...) Es importante tener en cuenta que al interior de la población discapacitada, convergen distintas necesidades dependiendo del tipo u grado de discapacidad que se tenga, por ello, no basta con que el Estado adopte medidas afirmativas en relación con ese grupo, sino que éstas deben responder a sus necesidades particulares y para ello debe realizar los ajustes razonables que se requieran”

De acuerdo con lo expuesto, se trata de dos (2) mecanismos afines para satisfacer la accesibilidad; sin embargo, el primero es el principal, de obligatorio cumplimiento y, el segundo, es accesorio, sirve como complemento en casos particulares, mas solo se emplea en el evento de que no sea una carga desproporcionada.

(…) 

A la luz de lo expuesto, es inviable acoger las justificaciones que esgrime el recurrente habida cuenta de que los avances tecnológicos que eventualemnte ayudarían a las personas con discapacidad auditiva y visual, como se explicó, son ajustes razonables que no suplen el cometido de la norma que se denuncia inaplicada; por otra parte es inaceptable refrendar la defensa que se funda en la capacitación que se está efectuando del personal del banco en lenguaje de señas, porque aún siendo así, lo cierto es que se ha incumplido oportunamente la disposición que en el de marras se estudia; sobre ese aspecto, de manera similar, en la sentencia que aquí se retoma, se indicó:

Para esta Sala la disposición legislativa contenida en el artículo 8°, Ley 982, se constituye en la acción afirmativa impuesta por el estado a las entidades públicas y a los particulares que presten servicios públicos, consistente en la incorporación en sus programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía de intérprete no obstante, la Jueza de primera instancia considera que el sistema “Centro de relevo”, los convenios celebrados con la fundación “Colombia Accesible" y “Fenascol”, las políticas de atención preferencial y los dispositivos electrónicos instalados en las oficinas del accionado son mecanismos idóneos para garantizar el acceso al servicio y suplen el mandato legal. 
Se discrepa de esta afirmación, pues se trata de una carga que se impuso a los prestadores de un servicio público (Acción afirmativa), independientemente de que se trate de una entidad estatal o de un particular, por manera que es obligación del banco garantizar el acceso a la información y la intercomunicación de los usuarios con discapacidad auditiva y/o visual, por intermedio del mentado profesional, y es de su peculio del que debe disponer para atender el imperativo legal.

Tampoco se acepta que los mecanismos empleados reemplacen el guía intérprete e intérprete de que trata la norma: (i) El “centro de relevo en línea” solo sirve para las personas que se comuniquen mediante el lenguaje de señas, esto es, con dificultades en el habla, básicamente con hipoacusia; los individuos con sordo-ceguera evidentemente no pueden usar ese mecanismo.

(ii)
Las políticas empresariales son simplemente la manifestación de que el accionado pretende cumplir con la obligación impuesta por el legislador, pero no pude suponer su materialización; (iii) El servicio de “direccionador” contratado con “Fenascol” solo alude a personas con discapacidad auditiva, y consiste en guiar al usuario hasta el director de servicios de la sucursal para que este lo atienda con ayuda del “centro de relevo”; claramente no es un guía intérprete y solo se emplea para personas con hipoacusia; y (iv) La sucursal virtual es un mecanismo empleado por fuera de las sucursales bancarias.

Se trata de ayudas útiles (Ajustes razonables), mas son insuficientes para garantizar el acceso al servicio de todo el grupo poblacional de personas con discapacidad auditiva y/o visual, olvida el accionado que este grupo también lo integran las personas con “sordoceguera”.

Se desatiende el argumento de la implementación paulatina de la Ley 982, si en cuenta se tiene que está rigiendo desde el 09-10-2005 (Sesenta (60) días posteriores a su promulgación que data del 09-08-2005, según el artículo 47 de la Ley 982), lleva entonces más de 12 años vigente, de tal suerte, que a estas alturas las entidades gubernamentales y no gubernamentales ya debieron haber cumplido con las disposiciones allí contenidas.

Claramente, como dice el actor popular, el accionado ha desatendido su deber legal, puesto que carece de un profesional intérprete y guía intérprete en la lengua manual colombiana o en representación táctil, necesarios para la intercomunicación con sus usuarios con discapacidad. Esa ausencia en las instalaciones de las sedes cuestionadas, amenaza los derechos de las personas con discapacidad visual y auditiva, quienes deben contar con especial protección dada su vulnerabilidad por lo que se justifica amparar los derechos colectivos.

La protección especial que el legislador ha dispuesto para este grupo poblacional, propende por su inclusión social y acercamiento a los servicios públicos a los cuales tiene acceso cualquier persona del común que no padece de ningún tipo de discapacidad. Por ello el trato “preferencial” se presenta como el medio eficaz para equipararlos con el resto de la sociedad, y así permitirles vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida”.
En relación con el recurso de apelación del demandante en el que, en relación con la sentencia, solo solicitó que el guía intérprete tuviera acreditación del Ministerio de Educación Nacional, se tiene que es palmario que la orden impartida en primera instancia debe ser acatada de conformidad con lo reglado por el artículo 5° de la ley 985 del 2005, sobra un pronunciamiento adicional en tal sentido y en consecuencia fracasa la alzada del actor.   

7. 
En armonía con este derrotero, se confirmará la sentencia protestada, sin que sobre mencionar que esta decisión, adicionalmente, hace gala del criterio expuesto por la Corte Suprema de Justicia en la sentencia STC21658 del 2017; 

No habrá condena en costas debido a que ninguno de los recursos prosperó.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA:
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira el 6 de julio del 2018, en esta acción popular promovida por Javier Elías Arias Idárraga frente a Davivienda S.A. 
Sin condena en costas
Esta decisión queda notificada en estrados.

Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA (Ausencia justificada)
